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La región centroamericana experimentó, durante la década de los ochenta, la crisis 
política más grave de su historia. En efecto, varios países de la región se vieron 
afectados por profundas movilizaciones socio Iíticas, cuyo desarrollo involucró 
a la totalidad de los países centroamericanos. Ai mismo tiempo, los principales 
actores internacionales de la región se hicieron presentes en el conflicto con 
diversos grados de énfasis. 

A partir de la f m  del Tratado de Esquipulas (agosto de 1987); la dinámica de 
la crisis empezó a modificarse en forma gradual. Los factores políticos para soludonar 
los conflictos empezaron a predominar por sobre los elementos militares, a ellose mi6 
un conjunto de cambios en la escena internacional que han relegado a centroamerica, 
progresivamente, a un papel más discreto en la política mundial. 

En dicho marco, a finales de 1989 y comienzos de 1990, en todos los p a k s  de la 
región se desarrollaron procesos electorales que, ademb de consolidar a los regímenes 
políticos surgidos en la $cada de los odrenta, llevaron a l  gobierno a f6rmulas de 
derecha y centroderecha; de ellos el caso nicaragüense fue el más significativo, en el 
que la oposición encabezada por doña Violeta Barrios derrotó al sandinista Daniel 
Ortega. 
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La homogeneización política de los gobiernos cen- 
troamericanos y la declinación de las alternativas in- 
surreccionales han provocado procesos, aún en mar- 
cha, en la región. En la óptica de los sectores políticos 
y sociales dominantes, la explicación es muy simple: 
los pueblos centroamericanos han optado por la demo- 
cracia y por la economía de mercado; la crisis ha 
quedado atrás y ahora la tarea es la de la reconstrucción 
económica. 

Frente a esta interpretación, cabe preguntarse si el 
orden político que se está instaurando en centroaméri- 
ca permite dar respuesta a los graves desequilibrios 
económicosociales que, entre otros fenómenos, origi- 
naron la crisis política de los años ochenta. En otras 
palabras, se trata de examinar, en una primera aproxi- 
mación, si el consenso que se ha gestado en torno a un 
régimen político basado en las instituciones de la de- 
mocracia representativa permite o permitirá sentar ba- 
ses institucionales suficientes para gestar un consenso 
en materia de régimen económicosocial. 

At respecto, nos interesó desplegar una visión pa- 
norámica de la situación del sindicalismo centroame- 
ricano, enfocada a la identificación de sus principales 
líneas de acción, en el contexto sociopolítico en el que 
se desarrollan. La presunción que nos orientó en esta 
observación se sintetiza de la siguiente forma: la gene- 
ralización de regímenes democrático-representativos 
no se ha traducido, necesariamente, en todos los casos 
de la región, en procesos de democratización, dado que 
numerosos ámbitos del sistema conservan fuertes en- 
claves autoritarios (por ejemplo, la relación entre po- 
der civil y poder militar, el tema de los derechos 
humanos o las restricciones políticas que impone el 
sistema). En dicho contexto, el sindicalismo, que ha 
sido uno de los animadores más importantes de los 
procesos de liberalización política, se enfrenta a un 
doble desafío, por un lado debe continuer ”abriendo 

espacios” democráticos en el interior de los sistemas 
políticos, y al mismo tiempo debe enfrentar una polí- 
tica económica homogénea que repercute de manera 
desfavorable en los intereses de los trabajadores de la 
región. 

El presente trabajo pretende señalar algunas carac- 
terísticas sobre la acción sindical centroamericana. 
Nos hemos concentrado en el periodo más próximo, a 
fin de examinar el desenvolvimiento de esta problemá- 
tica, en las tiempos de la transición de la militarización 
a la solución política; en cuanto al campo de observación, 
por razones de tiempo sólo logramos recopilar antece- 
dentes de los países que a continuación se exponen. 

UNA PRECTSl6N NO TAN INNECESARiA 

El predominio ideológico que el liberalismo ha lo- 
grado, en los últimos años, ha conducido a una visión 
ultrasimplificada -por cierto, ultraideologizada- 
del papel benefactor del mercado. La crítica a la 
intervención estatal en la economía ha llevado a una 
nueva ortodoxia; esta vez, basada en la creencia 
mítica de la mano invisible y reguladora del merca- 
do. En dicha Óptica el sindicalismo se concibe como 
una traba para el libre juego de los factores produc- 
tivos o, como dijera en su momento un vocero de la 
dictadura chilena, los sindicatos son percibidos co- 
mo “un monopolio de la fuerza de trabajo”. 

Nuestra aproximación no tiene pretensiones de 
“neutralidad científica”; asumimos una clara identifi- 
cación con los intereses del movimiento sindical y con 
el proyecto democratizador con el cual éste se compro- 
mete. Por cierto, estamos convencidos de que la mano 
invisible del mercado no logra ocultar la visible inse- 
guridad económica y social en que quedarían los tra- 
bajadores en una economía capitalista de no mediar su 
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tema: la acción sindical en Cmtroamérica. 

’ . tonopudepratc.derserascp- 

Hachp esta precirióa, coatiin- c m  nuestro 

EL SALVADOR ACQÓN SINDICAL 
EN MmiO DE LA GUBRRA 

El caso salva$orc6o es, quizás, el ejewb extremo 
de las diacilcs condicioIes en que debe desarrollar 
su acción el sindKmlÍsm CcntrwmenCano. El país 
sufre por más de UBI década ia guerra civil, cuyos 
efectoP itsspasan todos los bnibitos de la sociedad, 

su acción en todoe sus actores. Y co- 
El siodicakiio SslvaáorcDO o b m ó  un notable 

incremento organizntivo y una profunda politización a 
finales de los seeteata; de sus filas salieron numerosos 
cuadros duigwites de las orpnizaciones populares, 
que luego optarían por la insurgencia; a su vez, un 
sed01 imp&ante dd movimiento sindical se identifica 
con k democracia uisiiana, en psrticuiar, sectores de 
movinriCDt0 cenipe*ao. Mas, el inicio de la p u r a  
civil en 1981 dio lugar a una fuerte repdón a iodo el 
rnoviniianto social en las ciudades y en el campo, 
Oper&hse un virtupl damanielamipo de las estruo 
turas mpiias creadas en los setenta. 

. .  

ia primera mitad de la décsda de los ochenta 
estuvo. de esta -ea, mafcada por un profundo re- 
flujo deb acción siadicpi, como producto de la p a r a  
y, ea pnrficulr, de la rcpreaión que dascurollar~ el 
ejército y los servicioe de contra de las 
organtugonar iaóorab. %, el movi- 
mieab smdid aapa;ó UB progr&vo nordsaamianb 
que se ceecentró en torno a dos ceatdrs: la Unión 
Nacional Obrero Campesina (WOO) de tendencia de- 

a; y la U& N.cioilalde Tnhpjnrbns Sai- mocmimn 
va&& (w) de iSetimek5n @&&ata. 

A partir de entona, ea pasiMe oiwrvor que la 
acción del moviisienio sindieat eshradacíio ha girado 
en torno a tres ejes: 

a) La denuncia coostaate a6w dirige- ysw hem 
de la represión de que es viotima, en forma de 
capturas, atentndas, asesinatos y desapariciones. 

d) Las dsmandos reivindicatntas de sahrios, cese a 
despidos, exigencia de reincorporscones, y to- 
mas y protestas para impedir Cierre de fuentes de 
trabajo. 

c) El esfuerza sosienido por p0rtiCip.r y estimular la 
solución poUtica y negociada del cw~fiido. 

En 1988 hubo 63 paros 
mayoría tuvieron soluciones pa 
tivas, an su conjunto rek?ejatoa una relativa reanima- 
ción de movimiento sindical, meritoria si se eonsideran 
las condiciones adveaas en que debió dcscavohrerse. 

1989 será un año de creciente podPruaciQ del 
proceso político; en las elecciones de mano de dicho 
año --con cerca de un 50% de obstencionismo y des- 
pués dequeel r&gimen rec$a;cóuna of- del PMLW de 
participar en las elcceioacs- resultó triu&dor el 
partido ARENA, dando fin a la 6lqieriencia reformista 
de la democracia cristiana salvadoreña. 

. .  
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En junio de dicho año, a partir del ascenso del 
partido ARENA al gobierno, el movimiento sindical 
enfrentaba un nuevo cuadro, dado el clima de polari- 
zación social que recrudecía en el país. 

A los anteriores ejes de acción sindical ya mencio- 
nados, se sumaba una resistencia a los planes econó- 
micos del nuevo gobierno (privatizante y neoliberal), 
tanto en su pretensión de revertir las reformas implan- 
tadas por el gobierno democristiano de Duarte, como 
en los efectos negativos que provocaron en materia de 
redisbibución. El 20 de julio, el presidente Cristiani y, 
el 31 del mismo mes, su ministro de economía dieron 
a conocer un profundo pian de reorganización econó- 
mica, que liberaba precios de algunos bienes de la 
canasta básica, incrementaba las tarifas de los servi- 
cios y, en general, adoptaba las recomendaciones eco- 
nómicas que desde hacía años venía proponiendo el 
sector empresarial. 

La opción proempresarial del nuevo gobierno pro- 
vocó un proceso de convergencia entre la UNOC y la 
UNTS, en tomo a una política de común oposición a los 
planes gubernamentales. El clima de enfrentamiento 
entre el sindicalismo y las fuerzas del régimen llegó a 
su extremo con el atentado dinamitero del 31 de octu- 
bre, en contra del local de la Federación Nacional de 
Trabajadores SalvBaoreños (PENASIRAS), que dejó un 
saldo de, por lo menos 10 sindicalistas muertos y 30 
heridos. La violencia del régimen encontró respuesta 
en la ofensiva que et 11 de noviembre de dicho año 
lanzó el FMLN, la cual se dio en llamar “Fuera los 
Fascistas, Febe Elizabeth vive”, en homenaje a la 
dirigenta de FENASlRAs asesinada. 

La ofensiva del FMLN fue la operación más grande 
desarrollada por la guerrilla, arrinconó a la fuerza 
armada en su retaguardia durante ocho días, para luego 
retomar a sus zonas de control. Durante los días de la 
ofensiva el ejército perpetró atentados en contra de la 

población civil, de los cuales el ascsinato de los sacer- 
dotes jesuitas fue el hecho más conocido. El  fm de año 
se desarrolló en medio de un clima de retroceso demo- 
crático y de intimidación generalizada. 

La ofensiva del fmln fracas6 en su busca de una 
insunección popular, pero demostró que el ejército 
estaba muy lejos de ganar la guerra. La demostración 
de fuerza que significó esta ofensiva sent6 las bases 
para iniciar, en los meses siguientes, un proceso de 
negociauó; con la mediación de la Secretaría General 
de la ONU. 

1990 fue el año que reordenó la acción del movi- 
miento sindical salvadoreño. Por un lado, maduró el 
proceso de conccrtación entre las principales organi- 
zaciones laborales; por el otro, en el marco del proceso 
de negociación que se desarrollara con los auspicios 
de la ONU, el sindicalismo se convirtió de manera 
creciente en uno de los principales impulsores del 
proceso de negociación y de pacificación. Toda esta 
acci6n se desarrolla en forma paralela a la resistencia 
sindical a los planes económicos del gobierno arenero, al 
respecto destacaron la lucha contra los despidos en el 
sed01 público -produdo delanueva política económi- 
ca-y los idtentos por modificar ia iegisiación educaiiva. 

En este camino, el sindicalismo ha convergido en 
una doble línea. En el interior del movimiento laboral 
ha coasolidado el entendimiento entre las dos centrales 
sindicales señaladas. En el exterior ha logrado enten- 
derse con otras organizaciones sociales (de derechos 
humanos, organismos no gubernamentales, eclesiásti- 
cos, académicos, entre otros), formando el llamado 
Comité Permanente del Debate por la Paz (CPDN), 
auspiciado por la Iglesia católica salvadoreña. Pero 
también esta convergencia la ha desarrollado hacia los 
partidos políticos de oposición. 

Los analistas de la Universidad Centroamericana 
José Simeón Cañas dicen que “1990 ha constituido, por 
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un laáo, un añode c o n d  de nwedosos avances 

Ai mbmo ti-, el movimiito sindical incre- 
mentará sus accioacs destfgadas a incidir en la nego- 
ciación de paz que, U)ÚBO señai&usos, a partir de abril 
de 1990 sc tatsbleasron entre el gobierno y el m d i . ~  
mediante los b w e s  oficios de Naciones Unidas. 

Un hecho destacable lo coastiiuye la convergencia 
de intereses que se estableciera entre las dos principa- 
les centrples sindicales ya mencionadas, en una Knea 
común de opición al gobíento de Alfred0 Gistiani. 
A su vez, ambas organipciones refoizaron sus vhcu- 
los con los partidos políticos, y uno de sus objetivos 
fue obteaer repreaentscioees parlaiacntarias, al esta- 
blecer alianzas la ~ N O C  con la democracia cristiana y 
sectoresde la urn con la Unidad Democrática Nacio- 
nalista: para las elecciones de mano de 1991. 

Como se puede observar, el movimiento sindical 
salvadoreño ha experimentedo una progresiva reorga- 
nización en los últimos años, pero ha seguido siendo 
víctima de la represión estatal, y obviamente, las con- 
diciones jurí8icss y poiÍÍcas en las que tiene que 
desenvolverse son amenrmaates. Pero, también estos 
úlümor años mucstrne que las orgaaizecioaes 18bOIa- 
les juegan un papi en el procaso de construcción de 
una salida potítica para la crisis. El desarrollo de un 
programa de ajuste, implantado por el gobierno del 
presidente Cristrani, le cfca al sindicalismo un nuevo 
escenario; a l  mismo tiempo, el proceso de transición 
democrática que puede resaltar de llevarse adeIante el 
proceso negociador representa un nuevo desafíí para 
el movimiento sindical salvadoreño dado que es im- 
pensable que el acuerdo político pueda desanollarse 
con éxito si no va acompañado por un acuerdo de 
concertaci6n entre todos los sectores productivos. 

GUAlEMhLk ~SiNDicAwsMO 
Y DEMOCüACl.4 iUSTRWOlDA 

Luego de décadas de dictadunis militares contrain- 
surgenies, la sociedad guatemalbeca eaperimentó, 
desde 1985, un proceso de transformación parcial de 
su sistema político. A partir de dicha fecha, dio 
inicio una fase de gobiernos civiles, surgidos de 
consultas electorales. En la historia oficial esto se 
consigna bajo el nombre de “democratilaeión” de la 
sociedad gwtemalteca, sin embargo, los datos en 
materia de participación política y de derechos hu- 
manos (por tomar s610 dos indicadores) damienten 
esta pret~wi6n. 

En efecto, a pesar de que desde 1985 surgió el 
gobierno encabezado por Vinicio Cerezo &halo la 
vigencia de los derechos humanos no se tr6nsformÓ en 
una realidad. Por otro lado, si bien las elecciones son 
medianamente competitivas y h a  permitido la alier- 
nancia en el  gobierno, no todas las fue= políticas 
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pueden participar, y algunas lo hacen en medio de un 
clima de intimidación y violencia. En sentido estricto, 
el bloque dominante, compuesto en io fundamental por 
las fuerzas armadas y las diversas facciones del empre- 
sariado, sigue gobernando sin mayores contrapesos. 

Es en este cuadro en el que se ha desenvuelto el 
sindicalismo guatemalteco. Su desarrollo es débil, de 
1041 019 personas plenamente ocupadas -de un total 
de la PEA calculado en 2 816 377- s610 469 6% 
laboran en establecimientos de diez o más personas, 
dado que la legislación s610 permite la sindicalización 
en aquellos lugares que agrupen 20 o más individuos 
tenemos que el porcentaje de sindicalizacióo es relati- 
vamente bajo. Según el registro del Ministerio del 
Trabajo y Previsión Social, a fines de diciembre de 
1988 había 776 sindicatos insaitos, de los cuales 9 
tenían personalidad vencida y 292 estaban vigentes. 

La distribución de la población ocupada, por sector 
económico (1985), refleja io siguiente: 

SñCIOR P0RCBNTA.E 
Agnculhirn 58.1 
induatiia manufacturera 13.6 
Construcdón 4.1 
Otm 24.2 
TOTAL 100.0 

P r u ~ . : ~ ~ c h d S d d P m ~ u i ~ ü m . m c n a q  19MRqwt", Wii- 
hir,#rn blor Amman Dcvdopmrnt lirnL 

Por categoría ocupacional, según la encuesta ante- 
riormente citada, el rubro "obrero o empleado" com- 
prende a 1 292 530 individuos, los cuales se distribu- 
yen en 1 117 900 en el sector privado y 174 630 en el 
público. 

El panorama sindical de los Últimos años permite 
observar tres grandes agrupamientos sindicales. Uno 

de ellos es la Confederación de Unidad Sindical de 
Guatemala (CVSG), afiliada a la CIOSL, que se desamo- 
116 a partir de 1983 con gran apoyo del entonces gober- 
nante, general Efraín Ríos Montt. Según sus dirigentes, 
cuenta con más de 300 sindicatos (la mayoría en el 
campo) y su total de afiliados ascendería a cerca de 200 
mil. El otro agrupamiento es la Central General de 
Trabajadores de Guatemala (aiTo), de orientación 
social cristiana vipailada a la Central Mundial de 
Trabajadores; la COTO dice tener 200 mil afiliados en 
toda la República. Finalmente, está la UNSi'iRAGU.4, 
que es independiente y se dice de línea proletaria. 
Cuenta con cerca de 30 mil afiliados en 31 sindicatos, 
que pertenesn en su mayoría a la rama industrial 
metropolitana. Además tienen una organización en 
Escuintla, y cinco sindicatos en las fincas bananeras de 
Izabai." 

La presencia de un gobierno civil encabezado por 
la democracia cristiana no modificó de manera sustan- 
tiva el régimen poiítico." ias prácticas contrainsur- 
gentes continuaron; el bloque en el poder se mantuvo 
y fue capaz de contener los planes reformistas del 
presidente Cerezo; la resistencia campesina e indígena 
se mantuvo, y, para vastos sectores populares, la d e  
mocracia siguió siendo un anhelo. LOB danocratacris- 
iianos guatemaltecos perdieron las elecciones presi- 
denciales ante una fórmula de derecha que encabezó el 
ingeniero Jorge Serrano Elías, antiguo ministro del 
dictador Efraín Ríos Montt. En los primeros meses del 
nuevo gobierno se han desarrollado dinámicas contra- 
dicciones: por un lado, han persistido, y, en momentos, 
se han reaudecido las prácticas violatorias de los 
derechos humanos;" por el otro, el nuevo gobierno ha 
iniciado un proceso de diálogo con la insurgencia. En 
este iiltimo proceso, en el cual participan como media- 
dores tanto la ONU como la iglesia católica, las orga- 
nizaciones sindicales han encontrado un espacio de 
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participación, aunque la negociación directa se estable- 
ce entre la guerrilla y la delegación gubernamental; con 
todo, es un proceso aún en ciernes, y muy disiante del 
caso salvadoreño. 

De ests manera, el sindicalismo guatemalteco en- 
frenia serios o b s ~ l o s .  A la persistencia de prácticas 
represivas que no han casado pese a la existencia de 
gobiernos civiles, deben sumarse ias planes económi- 
cos del nuevo gobiemo.Al misino tiempo, las diversas 
organizaciones sindicales intentan influir en el proceso 
de negociación. 

NICARAGUA: DERROTA SANüiNiSTA Y TRANSICIÓN 

Como es sabido, el gobierno sandinista, surgido de 
la revoluciónantisomocista de julio de 1979, enfren- 
tó UM oposición a la administración estadounidense, 
la cual apoyó de manera sustancial a las fuerzas de 
la llamada “contra”. La revoluci6n sandinista se 
desarrolló cada vez con mayor difícuitsd, sobre todo 
en el piano económico, pese a sus victorias militares 
sobre la contra. 

Para dar una salida política al conflicto planteado 
entre el g o 8 b o  y buena parte de oposición, el prime- 
ro patrocinó, a comienza de 1990, un proceso electo- 
ral en el cual tuvo oportunidad de participar todo el 
espectro de la oposición, incluidos los sectores que 
hasta hacía poco habian apoyado a la “contra”. En 
dicha contienda, la Unión Nacional de Oposición 
(UNO) derrotó a la uindidaiura de Daniel Ortega, hasta 
entonces presideate de Nicaragua, y en su lugar resultó 
electa doña Vioieta Barrios viuda de Chamorro. 

La inespada derrota del FSLN abrió un corto pero 
inienso r e p d o  de hems cuyo resultado fue un 
acuerdo de transición. Dicho acuerdo permitió poner 
fin a la guerra, desarmar a la contra, iniciar una reduc- 

ción sustancial del ejército y mantener dentro de este 
último a la oficialidad sandinista, encabezada por el 
general Humberto Ortega. De esta manera, el acata- 
miento - d e l  gobierno saliente y de la oposicióu triun- 
fante- de las reglas del sistema político permitió 
poner fin al enfrentamiento amado, y dejó planteado 
el desafío de la reconstrucción nacional. 

La economía nicaragüense atraviesa momentos di- 
fíciles: el 64% de la población vive en extrema pobre- 
za, la inflación alcanzó, durante 1988, la cifra de %%, 
en 198?3bajÓ a 16.89%, y en 1990 se espera un incre- 
mento. Su deuda asciende a 12 mil millones de dóla- 
res y posee una tasa de desempleo del 40% (aproxima- 
damente 500 mil personas). SegGn la om, la PEA 
asciende a 1 276 900.’‘ 

El nuevo gobierno, tras de resolver en el inwrior 
de su coalición el tema de la hegea~o&i,~ arribó a un 
acuerdo de transición con el FSLN, el 27 de mano.16 A 
partir de entonces, Nicaragua ha vivido momentos 
sumamente difíciles, ya que está en juego la permanen- 
cia de las priacipales conquistas obtenidas durante la 
revolución sandinista, con la aplicación de los planes 
del nuevo gobierno. En esta fase, el sindicalismo ha 
debido enfrentar los planes privatizantes y neoIiberales 
de la nueva administración. Este proceso de transición 
se ha desenvuelto en medio de una aguda crisis econó- 
mica, que se traduce, en sus efectos más visibles, en 
fenómenos tales como las continuas devaluacionesl de 
la moneda local, el incremento de la inflación y el 
deterioro de las condiciones de vida de la población. 

El Plan de Estabilización y Ajuste que ha propues- 
to el gobierno descansa, en buena medida, en una 
sustancial reducción del gasto plbliC0 (tauto en gasto 
corriente corno en gasto social y de defensa). A ello se 
agrega un proceso de privatización y,un programa de 
desregulación, que afeda a la llamada Area de Propiedad 
del Pueblo, constituida durante el régimen sandinista. 
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De esta manera, las nuevas medidas gubernamen- 
tales entraron rápidamente en contradicción con las 
wnquistas obtenidas por las organizaciones sindicales 
durante la revolución, e incluso amenazan el nivel de 
empleo y las formas de propiedad. A las pocas semanas 
de haber asumido doña Violeta el gobierno, éste se 
enfrentó a una huelga general de funcionarios públi- 
ws, que asumió ribetes cuasi insurreccionales; junto 
con las demandas de incremento salarial para paliar los 
efectos de la crisis, en el petitorio sindical figuraba el 
respeto a los acuerdos de transición firmados entre el 
FSLN y el nuevo gobierno. Las jornadas de mayo de 
1990 permitieron observar que el sindicalismo sandi- 
nista, por lo general subordinado a la presidencia y al 
régimen durante los años de la revolución cobraba 
tintes de autonomía y combatividad no conocidos; 
asimismo, en esta compleja situación se pudo ver que 
la policía sandinista, aunque a regañadientes, dio sus 
primeros pasos en materia de represión laboral. 

La confrontación gobierno-sindicatos tuvo un se- 
gundo round en julio de 1990, cuando el gobierno 
implantó un conjunto de medidas fiscales, y la suspen- 
sión paulatina de los subsidios a los servicios públicos 
y a la alimentación. Al mismo tiempo, la mayoría 
oficialista en el parlamento aprobó decretos que abrían 
las puertas a la devolución de tierras a los terratenien- 
tes, lo que, en opinión del sindicalismo, no sólo iba en 
wntra del campesinado del sector reformado, sino que, 
además, violaba los acuerdos de transición. 

A diferencia de la huelga de mayo, que básicamente invo- 
lucró a trabajadores estatales con demandas de alzas sala- 
riales y estabilidad laboral, en la & julio se incorporaron 
cbre~os industriales y trabajadores agrícolas, así como esiu- 
diantes y pobladores, en torno a una plataforma que cues- 
tionaba Im ejes centralesde la política económica oficial”?’ 

ia plataforma del FNT (que abarca seis centrales 
con un total de afiliados cercano a los 400 mil) repre- 
sentó un verdadero dique para los planes gubernamen- 
tales;” el movimiento derivó en una lucha callejera y 
de barricadas que estimuló a los sectores “duros” de la 
UNO (encabezados por el vicepresidente Virgilio Go- 
doy), los cuales intentaron crear cuerpos & civiles 
armados ante la “inoperancia policial”. La magnitud 
de la protesta obligó a un repliegue temporal de los 
planes gubernamentales y a su promesa de abrir un 
diálogo nacional sobre las medidas económicas. 

En septiembre de 1990, el gobierno convocó al 
mencionado diálogo, a fin de lograr un acuerdo de 
concertación; luego de algunas vacilaciones, el sindi- 
calismo afecto al FSLN concurrió a las deliberaciones. 
Fruto de largas jornadas de discusión con repre- 
sentantes del sector privado y de las agrupaciones 
empresariales, se acordó una plataforma de Concerta- 
ción Económica y Social, en el mes de octubre. 

Es temprano para evaluar la aplicación de este 
acuerdo, pero a todas luces es visible que la concerta- 
ción será difícil. Según el propio Frente Nacional de 
Trabajadores (FNT), la situación creada por el nuevo 
gobierno se puede expresar así: “a :a& de la aplicación 
del Programa Neoliberal, los focos de tensión política 
entre trabajadores y Estado se ubicaron en el  sector 
estatal y en las empresas de reforma agraria en el 
campo y en la restricción al fiianciamiento para el  
sectorind~strial”.’~El FNTacusaalgobiernoyalsector 
privado de no cumplir con los acuerdos de concerta- 
ción, y la economía ha seguido en crisis -en los 
Últimos días de febrero de 1991, el drdova volvió a 
sufrir una lapidaria devaluación. 

El detalle que se debe destacar es que el  tránsito 
del sandinismo a la oposición ha posibilitado una acti- 
tud más activa del sindicalismo, que hasta el momento 
gira en tomo al eje de la defensa de lo logrado durante 



156 Gakiel Gaspar Tapia 

la revoiuckh. Eptp autosomía sindical creciente, en el 
marco de la situación eanhica da, entra en wn- 
tradiccih con los afanes 4badercs no sólo del 
gobierno, sho también de aquellos rrectmes del r&i- 
men que, aunque sendinistss, e&n cmpxmetidas 
con la estabilidad del sistema. Obviameate, de estos 
últimos los mbs importantes soll los que están airede 
dor del Ejército Popular Sandinista. 

El tntués naaonal y la reaisteacia popllpr fori dos tormas 
de lucha que Y relackman y Y niegaaai mimno&mpo [...I 
la nueva independencia de las orgPnuscioncs smhstzw, 
en parricuisr dclm, a ia ~nce que puree un d i o  muy 
saao y d o  para elmovlniar ’ tQJadics1,vbiiESnica te 
se convierte en un pcq- molum~ pua la D h i ó n  
Nacional (del m) y el gobiemo?D 

. .  

C!JSrA mC!A, CONTi?iUIDAD D E M O C R h C A Y  CRlSIS 

Costa Rica era el úniw país que, antes de la crisis 
de los ochenta, poseía u11 ordenamiento democráti- 
co. Al mismo tiempo, era el que disfrutaba de una 
situación económica más estable y con un mayor 
índice redistributivo en comparación con el resto de 
los paísea de la región centroamericana. 

ia democracia costarricease -surgida de la revo- 
lución de 1948-propició el desarrollo del sindicalis- 
mo. Sin embargo, 

... el escenario para el simdicalirmo va a cambiar sustancial- 

1981-1%2, se ntnió pm a todoun pmaso dehans8armrcio- 
na que modifican el MBbo de la sociedsd mstamoepse. En 
psr<iculrir (IC iaicip una mdeneia M a  imdismiWci6nrk las 
~ o n e s ~ e s r ( e ~ o n O 0 r t c d e ~  
plogamas socim limüsgwes a la oepiación coieuiva, 
pollrim de Jalarios reairktivn) y se defanouan acciones de 

mte en b & ochcnln,aisedo a p.itn & la sgudscrisis 

iotcgrsadsi o udusiáo de lasapwwiwsuodica*aen el 
niwx>delaipoll<ics.nroliberah,quesvieiuiispücsnQP 

Según un estudio rccienie, el sindicalismo costa- 
rricense hvolum uo bid & 138 145 afiliados, que 
representan el 14.1% de la fuera de trabajo A n t a s  
de 1%7-. De éstos, 89 772 corresponden ai sector 
pbblico, y 48 134 al sector privado, lo cual signif=, 
en el primero, una iasa de sindicalización del 58% y, 
en el segundo, del 6%. Por rama de actividad ewnó- 
mica, el p e s o  de los sindicalizados se concentra, 
fundamentalmente, eo los “servicios wmunales, so- 
ciales y personales” y los “servicios b&sicos”donde se 
registra una afiliación del 36.3% y del 20.1%, r epee  
tivamenic; mientras que en la industria, la tasa de 
sindicalización es de tan d io  el 4.6%, en la construe 
ción del 2.6% y en el comercio del 0.7%. Así, el 
sindicalismo costsrricense se ha visto reducido, prác 
ticamente, ai sector público, mientras que es casi me- 
xisteote en la empresa privada y entre la clase obrera 
propiamente dicha.P 

En el periodo final de la administraci6n de Oscar 
Arias se gestaron una gran cantidad de. conflictos sin- 
dicales, la mayoría de ellos localizados en el sector 
público, los cuales apelaron a tribunales del trabajo, 
cuyos laudos arbitrales, en buena parte, beneficiaron a 
las organizaciones laborales. 

Durante 1988 hum presenIa&s un Ioial de 54 d i c l c e  
colectivos en los tribunales del trabajo y 44 durante 1989. 
A finales de mano -1990- habla peodicaks en lcs tribu- 
nales de San José I...] un total de 26 u>nflidcs.B 

Eo los primeras meses de 1990 asumió el gobierno 
Rafael Angel Calderón Fournier, abanderado del Par- 
tido Unidad Social Cristiana (PUSC). Derrotó a Libera- 
ción Nacional, de corte socialdemócrata. La nueva 
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administración comparte la visión privatista y neolibe- 
ral que asumen los otros gobiernos de la región cen- 
troamericana; a diferencia de ellos, el gobierno de 
Costa Rica desenvuelve su gestión en medio de una 
sociedad en la que los valores democr$ticos tienen una 
sólida raigambre, y los diferentes actores sociales han 
legitimado su presencia. 

El programa de Calderón busca enfrentar las difi- 
cultades económicas que sus asesores sitúan en un 
déficit fiscal de alrededor de 38 mil millones de dóia- 

res, ante lo cual anunció el 8 de mayo de 1990 un 
paquete de medidas econhnicas. El llamado “paque- 
tazo’ es de un marcado corte fiscalista, apunta a pro- 
veer de mayores recursos al Estado, io cual repercute 
en los precios de los servicios y los impuestos, y afecta 
el nivel de vida de gran parte de la población. En lo que 
se refiere al siudicaIismo, en particuiar, el r6giimen 
interpreta que los resultados favorables a los trabaja- 
dores de los aludidos laudos arbitrales constituyen una 
de las causas más importantes del déficit fiscal. 
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La administración Calderón busca crear un meca- 
nismo de negaciación de salarios, sujeto a mayores 
controles por parte del Poder Ejecutivo. Fruto de la 
movilización sindical del sector público - e n  buena 
medida integrpdo por sectores medios- surgió un 
nuevo agrupamiento, el $mado Foro Nacional de 
Orgaoizacionea laborqles. Este, junto al consejo Per- 
manente de los Trabajadores (m) han encabwad0 la 
resistcocia a los piones e@icos g%tbenrpmentotaS 
que, a fin de esbibilizar la economh y reordenar las 
fianzas públicas, apuntan a deprimir la demasáa por 
la vía de la restricción salarial, de la reducción de 
empleos en el sector público y de la reducción del 
crédito. El 5 de octubre de 1990, el CPT convocó a un 
paro en protesta por esta política económica y como 
rechazo a las pretensiones del gobierno de modifmr 
la legislación de negociación colectiva. Pese a haber 
sido anunciado con varios meses de anikipdón -y 
pospuesto en dos ocasu>nes res&6 u 
Dirigentes del CpreStimaron que de 
que pudieron participar, lo hicieron ak- &SO d. 

La debilidad de la protesta explicaría, en parte, que 
la restricción salarial fuese aplicada después de odu- 
bre, y en general se veía difícil que el sindicalismo 
pudiera contener los planes pbemameniafes. Según 
los anal- del CEPAS, la raúde esta debdidad estaría 
dada por razones estructurales: "el sindicalismo vive 
la paradoja de tener que representar los intertseS gene- 
rales de los trabajadores sin ten% base Soaal que lo 
apoye, porque en la realiasd solamente representa a los 
trabajadores del 

NOTAS FíNALES 

Como se puede observar, el sindicalismo centroa- 
mericano ha enfrentado difíciles condiciones de de- 

sarrollo, lo que se refleja en la debilidad organizativa 
que hoy alcanza. Salvo el caso de Costa Rica, en los 
países restantes, la convulsi6n política, las prácticas 
de contrainsurgencia dasarroiiadas por los aparatos 
estatales y el clima bélico han mermado sensible- 
mente las posibilidades de expansión y acción sin- 
dicales. Nicaragua es uncaso inverso, allíe1 antiguo 
régimen sandinista promovió la organización de los 
trabajadores pero, a su vez, se vio constreñido por el 
impacto de la guerra. El nuevo contexto creado a 
partir del triunfo de la UNO abre las condiciones para 
una acción intensa del sindicalismo, en respuesta a 
los planes gubernamentales. 

A estas difíciles condiciones de acción, el movi- 
miento sindical debesumar, hoy, el embate depolíticas 
económicas de corte neoliberal y privatizantes, de par- 
te de la mayoría de los gobiernos de la región. En este 
campo, las orgaaizaciones s es deben negociar 
con un empresviado que estrechos vhculos 
con las nuevas adminnisttaciones. surgidas de los pro- 
cesos electorales delbienio 1989-1990. Así, la defensa 
del empleo (en particular para los trabajadores del 
sector público amenazados por los recortes presupues- 
takes), la defensa del salario remunerador y los esfuer- 
zos por incidir en la vida política del país, como sector 
orgasbdo, han caracterizado su conrportamicnto en 
los últimos años. 

De esta manera, el desenvolvimiento del sindica- 
lismucentroamericanoestá sesgado por un 
En materia de su comportamiento rei 
mayoría de los contingentes sindicales del 
asumi&o una actitud defensiva ante la ofen 
tista y proempresarial que han ido 
nuevos gobiernos a través de gyy: políticas económicas. 
De hecho, se ha operado, en Centroamérica (al igual 
que en buena parte de AmMca Latina), un disciplina- 
miento en materia económica que, en su conjunto, 
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agrede a las conquistas sindicales y amenaza su capa- 
cidad de negociación. Esta actitud de resistencia se ve 
obstaculizada por la dificultad de proponer un reorde- 
namiento económico alternativo ai liberalismo, que 
concite al consenso y que tenga rangos razonables de 
credibilidad en la sociedad; al respecto, desde los fe- 
nómenos de la perestroika hasta el fracaso económico 
del gobierno sandinista, operan como demoledores 
detractores de las políticas de desarrollo con ingredien- 
tes estatistas y redistributivos. Como es obvio, esta 
limitación del sindicalismo centroamericano no es ex- 
clusiva -y menos originaria- e involucra amplios 
sectores políticos, sociales e intelectuales del movi- 
miento popular. Un balance preliminar implica admitir 
que, hasta la fecha, la resistencia sindical no ha logrado 
contener lo medular de los procesos de ajuste que están 
en marcha. 

Paralela a esta actitud defensiva en lo económico, 
está presente una actitud muy activa y comprometida 
con la lucha por la democratización y la pacificación 
de la sociedad. AI respecto, en la mayoría de los países 
centroamericanos, el movimiento sindical tiene un 
gran campo de iniciativas en materia política que asu- 
me diversas formas: en algunos casos acompañando a 
alianzas con partidos políticos afines y, en otros, ejer- 
ciendo una capacidad de convocatoria con otros secto- 
res de la sociedad civil. 

Defensivos en lo económico-corporativo y con una 
gran iniciativa en la democratización de la sociedad, 
los sindicalistas centroamericanos a l  igual que sus 
congéneres latinoamericanos-enfrentan el desafío de 
desarrollar una propuesta de organización económico- 
social ante la ofensiva neoliberal. 

NOTAS 

'En julio de 1979, los sandinistas denwaron al gobiano de 
Somoza, e iniaamn un pmaso de cambio Sopal que fue de 
inmediato rrfractario a los ink- norteamericana.En El Sal- 
vador y Guatemala se inaemntamn las alfunrtivas insurredo- 
odes, originándose en el prirnm una virbul gwm civil. Hen- 
duras y Casta Rica no viemn amenazado su orden intcrw puo 
tuvinon un dim8 regional de militarizsción, eo particular el 
primem d hrndomuneen sede de los'antras" y vrvir debass 
a las fuerzas noituimericanas que pc acantolulmn en la ZOM. 
EO esta fecim. la cinco mandatarios de entona acordamn un 
detallado plan de paz p r a  la rcgión. Aunque di& a w d n  nunca 
se pusn en marchs en forma hnmogém por todos los gobiernos 
Implicados, a h 6  un espacio de negOaadón política. Para un 
recuento documentado del iema, véase Rieaido c6rdova y Ra61 
&alta, La paz en Centroamerica. Expedienre de dwunrnros 
fwd.mutr<rlm, Méxia, UNMI, 1989. 
kqactuales mandatarios de la región son: 
Guatcmala: Jorge Senano ELLas, del Mmimienio de Amón 
Solidaria', dedo en enero de 1991. 
El Salvador: Alfred0 Cnstiani, de Alianza Republicana Naciona- 
lista, u i d  en junio de 1989. 
Honduras:Rafael LmnirdoCallejas.del PartidoNacional,electo 
en noviembre de 1990. 
Nicaragua: Violeta Barrios, electa en febrem de 1990, candidata 
de la Unión Nacional de Oposición (antisandinistas). 
Cbta Rica: Rafael Angel Calderón Fournier, dela Unidad S d a l  
Gstiana, dedo en m a m  de 1990. ' Véase Francisco Lazo, EI movhicnto sindical salvadore&, 
&demo de Divulgación, México, <PIAS. En los datos que allí 
se amsignan, cabe destacar que, en el per¡& de 1980 a 1984, 
segdn la Comisión de D e d a s  Humanos y d Soamv Jurídico 
Cnstiaw, hubo 50 980 asesinados y 4 003 dyparwidas. ' bego & arduos esfuerzos. a mmiems  de abril de 1990, en 
Ginebra, Suiui,se reunimn delegaciones del DdLN y del gobier- 
no en presencia del sme<irio g e m 1  de la ONU. Fm dicha 
oportunidad se inició un p m  de negoaaúón que reciente- 
menie empieza a exbibir resuliados, a n  la Bnna de las llamadas 
Acuerdos de Nueva York, de septiunbrc dc 1991. 
SemanarioProccso, n6m. 457, diciembnde 1990, San Salvador, 

' La uDN ea un prtido que mantiene vincula inequívocos a n  el 
Partido Comunista Salvadoreño, una de las a n a  organizaciones 

UCA mitons, p. 40. 



160 Gabriel Gaspar Tapia 




